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Resulta chocante la cantinela que llevamos oyendo ya muchos meses sobre la supuesta supeditación del estado y la democracia al ilegítimo poder de los mercados. Por desgracia los gobernantes en una democracia siempre tendrán incentivos a “sobornar” a los ciudadanos incrementando los gastos y reduciendo los impuestos. Por tanto necesitan un contrapoder, en este caso los mercados financieros, que acote este incentivo e impida que las generaciones futuras acaben pagando por los privilegios concedidos a las generaciones presentes. También el poder judicial ejerce de contrapeso frente a potenciales desmanes legales de los otros poderes.
La limitación actual en la capacidad de endeudamiento público puede proporcionar una buena oportunidad para reformar el estado del bienestar español y convertirlo en un sistema moderno, eficiente y sostenible. La reducción de algunos servicios y la racionalización de otros como consecuencia de la necesidad de reducir el déficit está generando en Cataluña, donde el proceso ya ha comenzado, un sinfín de protestas populares con manifestaciones de grupos de afectados y cortes de circulación. Pero, ¿era sostenible el Estado del Bienestar tal y como existía antes de comenzar la crisis? ¿Nos lo podemos permitir dada la estructura impositiva actual y la propensión de los ciudadanos a pagar impuestos? ¿Es razonable, desde un punto de vista social, conceder derechos que no se pueden financiar para después tener que recortarlos? Parece claro que el nivel alcanzado por el Estado del Bienestar en los felices años de la burbuja inmobiliaria no era sostenible. Pero los problemas van más allá de la situación coyuntural actual, aunque en este breve artículo solo se pueden tratar algunos aspectos. Un ejemplo claro se encuentra en el mercado laboral. El problema del desempleo en España se afronta fundamentalmente a partir de subsidios a los desempleados en lugar de políticas activas. Hace unas semanas el Ministro de Trabajo e Inmigración decía que en las inspecciones realizadas “solo” el 25% de los desempleados cobraban un subsidio de forma fraudulenta. Debía ser que esperaba encontrar un porcentaje incluso más alarmante. El Ministro también señaló que la mayoría de los desempleados agotan la prestación. Seguro que algunos lo hacen por que han buscado trabajo durante el tiempo de la prestación y no han podido encontrar. Pero otros muchos serán como los que hemos visto en entrevistas en televisión. Un periodista pregunta a un joven que pasea por la calle si está desempleado. “Si, estoy desempleado”. “¿Y estás buscando empleo?” El entrevistado contesta con toda naturalidad: “Hombre, si aún me quedan seis meses de paro”. 
Si pasamos de la protección social a los servicios públicos encontramos que las subvenciones provocan que se perciba que el servicio tiene un coste nulo o muy inferior al real. Hace unas semanas un graduado universitario envió una carta al director de un diario de gran tirada en el que argumentaba que si los universitarios españoles tenían que irse a Alemania a trabajar entonces toda la inversión que se había hecho en su educación se perdía. Según este universitario el coste de su educación eran 2.800 euros: los 700 que había pagado anualmente por la matrícula multiplicado por los cuatro años de cursos. Éste es un ejemplo perfecto de la falta de percepción del coste de los servicios públicos. De hecho la formación universitaria de este joven le costó a la sociedad española en torno a 26.000 euros. Como el precio pagado por este servicio es mucho menor que el coste repercutido al ciudadano se produce un exceso de utilización, e incluso mal uso, sin mejorar la igualdad de oportunidades que es el supuesto objetivo de estos subsidios. Aproximadamente el 30% de los universitarios que comienzan una carrera no la finalizan. Las repeticiones de asignaturas hasta cuatro y cinco veces son frecuentes. Los alumnos que acaban en el tiempo previsto son una proporción baja del total. Por este motivo sería conveniente que a los estudiantes se les entregara una factura de la matrícula universitaria donde apareciera con claridad el coste total de la educación separando la subvención y lo efectivamente pagado por el estudiante. Esto ya se hace en algunos hospitales públicos aunque, en general, proporcionar esta información es necesario pero no suficiente. Muchos ciudadanos pueden seguir pensando que ya pagan por la sanidad con sus impuestos a pesar del enorme déficit que se ha acumulado. En este caso es también necesario un copago que desincentive los abusos y racionalice la utilización de los servicio. Con una cantidad pequeña por acto médico se podría conseguir una mejora de eficiencia significativa sin producir casi ningún efecto colateral negativo. También se podría cobrar una tasa por utilización indebida de los servicios de urgencias. También se podrían conseguir claras mejoras de eficiencia en la centralización de algunos servicios especializados que suponen una inversión importante caso de muchas máquinas sofisticadas utilizadas para el diagnóstico. Finalmente, el catálogo de servicios cubiertos debe revisarse de acuerdo a la capacidad de pago del sistema.
En el caso de las universidades el mínimo copago actual debería aumentar significativamente para acercar las tasas universitarias al coste real. Mantener unas tasas bajas no favorece la igualdad de oportunidades puesto que el problema de los jóvenes de familias con pocos recursos no es tanto el pago de la matrícula como el coste de oportunidad en términos de renta no ganada por asistir a la universidad. Los datos son muy claros: los estudiantes universitarios tienen una proporción de padres universitarios muy superior a la población general. Por tanto son los privilegiados los que se benefician mayoritariamente de la subvención generalizada a la enseñanza universitaria. A pesar de esta evidencia, o quizás por seguir manteniendo sus privilegios, los estudiantes universitarios se revuelven contra cualquier intento de incrementar las tasas aún cuando, según las estadísticas, gastan bastante más en teléfono y restaurantes que el coste de una matricula universitaria. Para favorecer la igualdad de oportunidades hace falta un número grande de becas-salario y no las paupérrimas becas universitarias actuales. Para financiarlas es preciso aumentar significativamente las tasas.
En todo caso la regla general debe ser la de no conceder nuevos derechos con efectos presupuestarios sin tener financiación suficiente y estable. La Ley de Dependencia es un claro ejemplo de lo que se debe evitar: expandir el Estado del Bienestar a partir de unos ingresos tributarios temporales fruto de una fase alcista del ciclo económico. Obviamente si la recaudación fuera superior y estable se podría aspirar a mejorar las prestaciones y coberturas sociales. Pero en cada país sus ciudadanos tienen un determinados preferencias sobre los impuestos que están dispuestos a pagar y los servicios sociales que creen se deberían proveer. Es evidente que si el fraude pudiera reducirse sería posible financiar más servicios. Pero el fraude ha existido siempre y se extiende desde la prestación por desempleo hasta el impuesto sobre la renta, sociedades o IVA. En las últimas semanas han aparecido grandes titulares sobre las últimas estadísticas tributarias, que muestran que los autónomos declarante una renta muy inferior a la renta de los trabajadores por cuenta ajena. Sin embargo no es un hecho novedoso: cualquiera que siga las estadísticas tributarias sabe que es un resultado que aparece reiteradamente. Las empresas pagan solo un 10% de tipo efectivo medio sobre los beneficios en el Impuesto de Sociedades. Para colmo varios gobiernos autónomos han bonificado casi totalmente el impuesto de sucesiones, en un ataque directo a la igualdad de oportunidades, reduciendo de esta forma su capacidad impositiva. En conclusión, mantener o incrementar el gasto social sin tener una base impositiva que lo haga sostenible no es ni razonable ni deseable. En este sentido, sea bienvenida la discusión sobre una regla de gasto que evite trasladar a las generaciones futuras el coste del Estado del Bienestar del que disfrutan las generaciones presentes.
